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RECOPILACIÓN 
JURISPRUDENCIA: ARBITRAJE

A continuación se realiza un breve resumen de algunas de las sentencias más relevantes en materia de 
arbitraje dictadas por los Tribunales españoles durante el último año.

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 3 de diciembre de 2019 (STSJ Madrid 
núm. 47/2019), desestima la demanda interpuesta por 
una de las partes de un contrato de compraventa de 
participaciones sociales mediante la cual solicitaba la 
designación de una institución arbitral que administrara 
una controversia surgida sobre el cumplimiento de 
dicho contrato. En el supuesto de hecho comentado, 
las partes habían pactado someter sus disputas a 
arbitraje, pero no se especificaba la corte o institución 
que debía administrar el mismo. 

Con referencia a otras sentencias dictadas por la 
misma Sala en la materia, la presente Sentencia 
declara que, en principio, la voluntad inequívoca de 
someterse a un arbitraje institucional conlleva que sea 
la institución quien designe a los árbitros. En este 
sentido, ante una voluntad de sumisión a arbitraje 
institucional inequívoca y persistente, donde las partes 
no novan ese convenio convirtiéndolo en sumisión a 
arbitraje ad hoc -en cuyo caso la Sala sí habría 
procedido a nombrar árbitro-, no puede un órgano 
jurisdiccional designar instituciones arbitrales. 

Establece el TSJ que las decisiones de la institución 
que administra el arbitraje se integran o, si se quiere, 
son expresión misma de la voluntad de todas las partes 
que suscriben el convenio arbitral -por delegación de 
éstas-, y, por tanto, si las partes mantienen incólume su 
voluntad de someterse a arbitraje institucional y, pese a 
ello, no logran convenir la Corte llamada a administrar el 
mismo, el convenio arbitral habrá de entenderse 
decaído, so pena de restringir indebidamente el acceso 
de los justiciables a la jurisdicción ordinaria. 

El TSJ desestimó la demanda, denegando la emisión 
del pronunciamiento interesado, esto es, la 
designación de la institución arbitral, para el que 
declaró «carecemos de habilitación legal».

En un fallo diametralmente opuesto, el Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias en su Sentencia de 6 
de febrero de 2020 (STSJ Canarias núm. 1/2020) 
manifestó que, en la competencia que legalmente 
tienen atribuida los órganos jurisdiccionales para el 
nombramiento de árbitros, se ha de entender 
comprendida la facultad de designación de la 
institución arbitral que haya de llevar a cabo el arbitraje, 
siempre y cuando aquella no venga determinada 
expresamente en el convenio arbitral.
 
Para el TSJ de Canarias la falta de designación en el 
convenio de la institución arbitral concreta a la que 
debe someterse el arbitraje no puede entenderse como 
un supuesto de nulidad o ineficacia del acuerdo arbitral, 
pues, a tenor de lo dispuesto en el art. 9.1º de la Ley de 
Arbitraje, el convenio arbitral, que podrá adoptar la 
forma de cláusula incorporada a un contrato o de 
acuerdo independiente, debe expresar la voluntad de 
las partes de someter a arbitraje todas o algunas de las 
controversias que hayan surgido o puedan surgir 
respecto de una determinada relación jurídica, 
contractual o no contractual, siendo ésta la única 
exigencia que, en cuanto al contenido del convenio 
arbitral, aparece imperativamente impuesta por la Ley. 

En atención a lo expuesto, no constando la 
designación de institución arbitral concreta por las 
partes en el acuerdo arbitral y considerando que el 
convenio cumple con los requisitos legalmente 
previstos para ser eficaz, la Sala entiende que le 
corresponde llevar a cabo la designación de la corte o 
institución responsable de administrar el arbitraje. 
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Posibilidad de que un Juzgado designe la institución 
arbitral cuando las partes se someten a arbitraje 
institucional pero no existe acuerdo sobre la 
institución o corte que lo ha de administrar

Tribunal Arbitral/ Instituciones Arbitrales: 
Nombramiento1.
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Nombramiento de árbitro sobre la base de un 
convenio arbitral cuya administración se 
encomendaba a una Corte Arbitral extinguida en el 
momento de inicio del arbitraje

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid del pasado 4 de febrero de 2020 (STSJ núm. 
5/2020), acuerda estimar la demanda de designación 
de árbitro presentada por una de las partes sobre la 
base de un acuerdo arbitral cuya administración se 
encomendaba a una Corte Arbitral disuelta al tiempo 
de iniciar el arbitraje.

En oposición al nombramiento, la parte demandada 
alegaba que la inexistencia de la Corte Arbitral suponía 
la invalidez del convenio arbitral. 

La demandante, por su parte, defendía que la extinción 
de la institución arbitral designada no resultaba un vicio 
en la voluntad de las partes respecto de su 
sometimiento a arbitraje, resultando dicha voluntad 
invariable e independiente de la Corte que finalmente lo 
administrara. 

El TSJ de Madrid considera preceptiva la aplicación al 
caso del principio ne venire contra factum propium, en 
tanto que entiende que el acto previo que consta como 
inequívoco para definir una situación jurídica -es decir, 
la voluntad de sometimiento a arbitraje- no puede ser 
contradicho con posterioridad.

En consecuencia, dado el acto inequívoco de la parte 
demandada al pactar el sometimiento a arbitraje en el 
momento de la firma del contrato litigioso, el TSJ de 
Madrid concluye que la disolución de la Corte Arbitral 
designada en el convenio debe resultar ajena a tal 
voluntad; gozando el convenio arbitral de plena 
eficacia. Se estima así la demanda obligando a la parte 
demandada a someterse a arbitraje con la 
correspondiente designación del árbitro.

sería resuelto mediante arbitraje en equidad. La 
demandante solicitó al órgano jurisdiccional la 
designación un árbitro sobre la base dicho acuerdo.

Como argumento de oposición, la demandada 
mantuvo que la disolución y liquidación de la UTE con 
anterioridad al inicio del conflicto, suponía la extinción 
del convenio arbitral recogido en los estatutos. En 
consecuencia, para la resolución de la controversia no 
resultaba ya competente un tribunal arbitral, sino que la 
misma debía ser dirimida ante un órgano judicial. 

A juicio de la Sala, a los meros efectos del 
nombramiento de árbitro, no es obstáculo la disolución 
de la UTE conforme alegaba la demandada. Para el 
órgano judicial, es evidente que el hecho de la extinción 
de una UTE no tiene por qué llevar aparejada la 
imposibilidad de que frente a terceros o entre las 
empresas que la integraban surjan controversias 
derivadas de diversas fuentes; y matiza, “nada 
impediría -en abstracto- que, al igual que se ventilarían 
ante los órganos de la jurisdicción, tales controversias 
puedan ser resueltas a través del cauce arbitral 
siempre que la materia lo permita y existiese un 
convenio de sumisión a arbitraje que no contemplase 
como cláusula de agotamiento el momento de la 
disolución de la agrupación temporal”.

Sobre la base de las consideraciones anteriores, el TSJ 
de Madrid falla en favor de la parte demandante, 
designando un árbitro para la resolución del conflicto. 
Para ello se apoya además en la Sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 8 de 
enero de 2020, (STSJ Recurso 34/2019), que 
reafirma que apreciada prima facie la voluntad de las 
partes de someterse a arbitraje, no cabe considerar por 
el Tribunal -por el limitado ámbito de cognición que le 
es propio- restricciones a esa voluntad, y ello sin entrar 
a decidir en modo alguno otras cuestiones.
  

Nombramiento de árbitro en virtud de un convenio 
arbitral contenido en los estatutos sociales de una 
UTE que ya había sido disuelta 

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 6 de febrero de 2020 (STSJM núm. 
8/2020) recoge el litigio entre dos mercantiles que 
pertenecían a una misma UTE ya disuelta.

En los estatutos que regían la UTE se establecía que 
cualquier conflicto fruto de su actividad profesional, 

Tribunal Arbitral e Instituciones Arbitrales: 
Independencia e imparcialidad 

Anulación de laudo arbitral por falta de 
imparcialidad de uno de los árbitros que componían 
el tribunal arbitral

El 4 de mayo de 2017 España sufrió el primero de los 
muchos reveses vividos ante los tribunales 
internacionales como consecuencia de los sucesivos 
recortes realizados a las primas conferidas a las 
energías renovables durante la crisis económica: fue 
condenado a pagar 128 millones de euros a Eiser 
Infraestructure.
  

2.
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Eiser Infraestructure, fondo británico, y su filial Energia 
Solar Luxembourg, habían invertido 935 millones en 
una planta termosolar en Badajoz y denunciaban que 
los recortes de las primas vulneraban la Carta de la 
Energía de 1994, que obliga a los Estados firmantes a 
conferir a los inversores internacionales "un trato justo y 
equitativo".

Los tres árbitros designados para la resolución del 
litigio administrado por el CIADI (Centro Internacional 
de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, 
dependiente del Banco Mundial), concluyeron que el 
Reino de España había incumplido las obligaciones 
asumidas en virtud de la Carta de la Energía; lo que 
conllevó la condena de España.

Una vez obtenido el laudo condenatorio, Eiser 
Infraestructure insto la ejecución del mismo en foro 
estadounidense, con el objetivo de embargar aquellos 
bienes que España pudiera poseer en dicho territorio.

Al mismo tiempo, el Gobierno español solicitó al CIADI 
la anulación del laudo. Como motivo de anulación, la 
Abogacía del Estado alegó falta de imparcialidad e 
independencia de uno de los árbitros, Stanimir A. 
Alexandrov, el co-árbitro propuesto por Eiser 
Infrastructure. España mantenía que existía una larga 
relación entre D. Alexandrov y el grupo empresarial The 
Brattle Group, unos de los peritos que más ha 
colaborado con los fondos extranjeros que pleitean en 
CIADI contra España. Dichos vínculos fueron 
detectados en el seno de un arbitraje de Pakistán, no 
habiendo sido revelados por el árbitro en el momento 
de su designación. 

El 11 de junio de 2020 el CIADI consideró apropiado 
anular el laudo, por apreciar conflicto de intereses. El 
CIADI mantiene que no puede sostenerse que un 
tribunal se ha “constituido correctamente” cuando un 
árbitro, cuya capacidad de formular juicio 
independiente se encuentra en duda, es nombrado 
para formar parte o continúe siendo parte de un 
tribunal. 

Aun así, el CIADI concluye: «Es cierto que los árbitros, 
abogados y peritos que se dedican a arbitrajes de 
inversión viven en el mismo planeta. Por consiguiente, 
cierta interacción resulta inevitable. Sin embargo, es 
evidente y se debe esperar que a mayor cantidad de 
'vínculos' entre ellos, a través de casos y, en particular, 
en distintos roles, mayor será la probabilidad de que 
estos den origen a conflictos».

Por consiguiente, y en aras de una conducción justa y 
objetiva de los procedimientos de arbitraje, el laudo ha 
sido anulado al haber sido apreciada falta de 
independencia e imparcialidad de uno de los miembros 
del tribunal arbitral, liberando a España del deber de 
hacer frente a su condena. 

Los requisitos de independencia e imparcialidad 
exigibles a los árbitros son también extensibles a las 
instituciones arbitrales

El Tribunal Superior de Justicia de Galicia en sentencia 
de 5 de junio de 2020 (STSJG núm.8/2020) considera 
extensibles a las instituciones arbitrales la 
independencia e imparcialidad que se predica de los 
árbitros ex. artículo 17 de la Ley de Arbitraje. 

Así, resolviendo un supuesto en el que ejercitaba 
acción de anulación de un laudo recaído en un arbitraje 
administrado por la Corte Arbitral de Galicia, estima la 
misma al considerar que cuando la actora firmó el 
contrato en el que se insertaba la cláusula de sumisión 
a arbitraje, desconocía la vinculación de la contraparte 
con la corte arbitral en cuestión -en este caso, el 
despacho abogados del marido de la administradora 
única de la mercantil con la que se había suscrito el 
contrato y demandante en el procedimiento arbitral, 
tenía vinculaciones con la Corte Arbitral de Galicia, al 
ser alguno de los socios de dicha Corte, a su vez socio 
del susodicho despacho de abogados-. 

El órgano judicial entiende que la Ley de Arbitraje, es 
muy clara al fijar los cometidos básicos de las 
instituciones arbitrales, tanto en la designación de 
árbitros (artículo 15.1. LA), como en la sustanciación de 
las actuaciones arbitrales (artículo 24.1. LA), debiendo 
respetar el principio de igualdad. Es por tanto 
incuestionable, a juicio de la Sala, por respeto al 
principio de igualdad, que la Corte arbitral ha de actuar 
con neutralidad respecto de las partes, con desinterés 
respecto del thema decidendi y con independencia, 
con ausencia de vínculos de sujeción -más allá de los 
que son propios o inherentes al arbitraje institucional- 
que puedan poner en entredicho, fundadamente, la 
ecuanimidad de su proceder. 

Concluye el TSJ de Galicia que, de forma idéntica a lo 
que sucede con los árbitros, las instituciones arbitrales, 
han de actuar de forma independiente y neutral, pero 
además deben informar a las partes de cualquier 
situación que pueda generar dudas sobre su 
independencia y neutralidad, resultando su actuación, 
de no cumplirse tales exigencias, motivo de anulación 
del laudo recaído en el procedimiento administrado por 
la misma. 

®es.Andersen.com
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La previsión legal de que el número de árbitros haya de 
ser impar recogido en el art. 12.1 de la Ley de Arbitraje 
constituye un mandato legal de orden público, que no 
puede ser dispensado ni por la voluntad de quienes 
pactan el arbitraje. Por ello, son nulas las cláusulas 
arbitrales que prevén la designación de un tribunal par; 
como también lo eran, hasta la fecha, los laudos 
dictados al amparo de tales cláusulas. 

Sin embargo, el Auto de la Audiencia Provincial de 
Sevilla de 12 de septiembre de 2019 (ATSJS Sevilla 
núm. 426/2019), en el seno de un recurso contra un 
auto que disponía la ejecución de un laudo en la que la 
parte apelante alegaba que el colegio arbitral 
interviniente estaba formado por dos árbitros, analiza si 
este defecto, es decir, el nombramiento de un tribunal 
par, es siempre determinante de la nulidad radical del 
laudo.

La respuesta que da el Auto es sorprendentemente 
negativa, puesto que entiende que no se puede hacer 
una interpretación ciega y literal del referido artículo 12 
de la Ley de Arbitraje. La Audiencia Provincial de Sevilla 
considera que una simple infracción formal de la ley no 
lleva consigo una nulidad radical del laudo, sino que es 
necesario acudir a una interpretación teleológica de la 
norma. 

Así, la finalidad de dicha norma respecto de la 
designación de un número impar de árbitros, es que no 
pueda darse un empate entre los árbitros intervinientes, 
dando lugar a un laudo arbitral imposible e inejecutable, 
pues sería del todo absurdo que la resolución fuera 
contradictoria con igualdad en el número de votos de 
los árbitros (uno contra uno). 

La particularidad de este caso reside en que existía 
unanimidad en la votación por parte de los dos árbitros 
intervinientes. Para la Audiencia Provincial de Sevilla, 
esto determina que, aun existiendo una infracción legal 
del precepto que regula el número de árbitros, el laudo 
dictado no puede considerarse nulo, primero, porque 
se trata de un supuesto de anulabilidad y no de nulidad 
radical, y segundo, porque, en este caso, aunque los 
árbitros hubieran sido los tres y el tercero no hubiera 
estado conforme con lo resuelto, la resolución no 
hubiera cambiado, al darse el voto favorable de los dos 
que intervinieron.

Según la Audiencia Provincial de Sevilla al tratarse de 
un caso de anulabilidad se tendría en su caso que 
haber instado la oportuna acción frente al Tribunal 
Superior de Justicia ya que, de acogerse la oposición a 
la ejecución se estaría “hurtando” la competencia de 
dicho Tribunal Superior de Justicia por lo que la 
oposición ha de ser desestimada. 

Tribunal Arbitral: Composición

No apreciada causa de nulidad en laudo emitido por 
tribunal compuesto por un numero par de árbitros

Laudo: Acción de anulación

Imposibilidad de invocar la violación de orden 
público en ejercicio de la acción de anulación de 
laudo arbitral cuando lo que se pretende es la 
revisión judicial del fondo del asunto

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Navarra de 3 de febrero de 2020 (STSJ núm. 1/2020) 
desestima una acción de anulación de un laudo arbitral 
dictado por la Corte de Arbitraje de la Cámara 
Comercio e Industria de Navarra, por entender que el 
instante de anulación pretendía realmente la revisión 
judicial del fondo del asunto. 

La parte actora sostenía que el laudo infringía el art. 
41.1º. f) de la Ley de Arbitraje por ser contrario al orden 
público, pero el TSJ de Navarra reprocha al 
demandante de anulación el intento de tergiversar el 
concepto de orden público como motivo de anulación 
del laudo con la finalidad de invalidar por esta vía el 
criterio de los árbitros, al ser éste desestimatorio de 
todos los pedimentos de la demanda arbitral. 

En esta Sentencia, el TSJ de Navarra recuerda el 
verdadero propósito que reviste la acción de anulación, 
y, en concreto la invocación de orden público, 
manteniendo que lo que se persigue no es sino 
expulsar del sistema, únicamente, los laudos que sean 
flagrantemente contrarios a los principios básicos del 
ordenamiento jurídico. Asimismo, recuerda que no 
cabe anular un laudo por error en la valoración de la 
prueba, salvo que se trate de una equivocación muy 
patente del árbitro evidenciada con pruebas 
literosuficientes, en el sentido de la casación civil.

De acuerdo con la Sentencia, las partes, en el ámbito 
de la autonomía de la voluntad convinieron resolver los 
conflictos que pudieran suscitarse entre ellos mediante 
arbitraje y cumplir el laudo que en tal caso se dictase. 
De acuerdo con la Sala, el tribunal arbitral acotó 
correctamente el objeto de la controversia, realizó una 
valoración razonada de la prueba en relación a los 
hechos controvertidos y aplicó los fundamentos de 
derecho para resolver todas las cuestiones planteadas 
en el laudo. 

3.
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En consecuencia, para la Sala carece de fundamento la 
objeción de orden público como motivo de anulación, 
al pretenderse en realidad por el demandante una 
nueva ponderación de la prueba y nuevo 
enjuiciamiento de la controversia, lo que está vedado 
por la jurisprudencia y doctrina de aplicación; y 
concluye “Y es que no deja de ser un contrasentido 
-por no hablar de conducta fraudulenta- que la parte se 
someta voluntariamente a un arbitraje para luego acudir 
a los Tribunales, en busca de un nuevo examen del 
litigio, si el laudo arbitral no se ajusta a sus 
pretensiones”. Se confirma de este modo la 
jurisprudencia constante en este punto.

La falta de notificación del procedimiento de 
designación de árbitro a una de las partes conlleva 
la nulidad del laudo emitido por dicho árbitro

También, respecto de la falta de notificación a una de 
las partes como motivo de anulación del laudo, se 
pronuncia la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid de 18 de febrero de 2020 (STSJM núm. 
9/2020) que considera insuficiente a los efectos de 
acreditar la debida notificación a la parte, el acuse de 
recibo de un fax, siendo necesario que se constate 
fehacientemente la “debida recepción por el 
interesado”. 

La sentencia dictada el pasado 13 de diciembre de 
2019 por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia 
(STSJG núm. 35/2019), considera causa de nulidad 
de laudo arbitral la falta de notificación a una de las 
partes intervinientes en el proceso de la designación 
del árbitro.

En este sentido, el TSJ de Galicia, partiendo de la 
premisa de que cualquier laudo que no haya sido 
debidamente notificado a las partes, es susceptible de 
ser anulado en virtud del artículo 17 de la Ley de 
Arbitraje, entiende que en tanto que el artículo 15 de la 
referida Ley alude a la obligatoriedad de notificar a las 
partes el nombramiento del árbitro; la falta de 
notificación del mismo, puede suponer su nulidad. 

Para llegar a dicha conclusión, se apoya en el artículo 
22.2. del Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por 
el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo, que 
establece que la elección del árbitro ha de ser 
notificada a la parte, para que ésta pueda, si así lo 
estima procedente, recusar al árbitro en cuestión. 

Considera el TSJ de Galicia que impedir, por ausencia 
de notificación, que la parte pueda instar acción de 
recusación, supone una violación de los principios 
generales, además de causar indefensión. Teniendo en 
cuenta lo anterior, el TSJ estima la demanda de 
anulación sobre la base de lo previsto en el artículo 
41.1.b) de la Ley de Arbitraje, es decir, como 
consecuencia de la incorrecta notificación de la 
designación del árbitro. 

No es suficiente, a efectos de cumplir con la 
obligación de notificación de las actuaciones 
arbitrales, el acuse de recibo de la parte a la que se 
pretende notificar

La falta de notificación provocada por el propio 
comportamiento de la parte que debía ser notificada 
no puede considerarse como motivo de anulación 
de un laudo

En sensu contrario a las conclusiones alcanzadas en 
los pronunciamientos anteriores, se pronuncia en el 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias en su 
sentencia de 25 de marzo de 2020 (STSJC núm. 
2/2020).

En un supuesto en el que se solicitaba la anulación del 
laudo, por entre otros motivos, falta de notificación de 
la citación a la vista a la demandada, el TSJ de 
Canarias considera que, aun cuando es cierto que la 
vista se celebró, antes de ser recibida por la Corte la 
notificación de Correos constando la no retirada de la 
documentación recibida, resulta acreditado que la 
parte demandante de anulación nunca acudió a 
Correos a retirar la documentación y citación. No 
puede, por tanto, de acuerdo con el órgano judicial, 
objetarse la actuación de la Corte, pues si fuera como 
la demandante de anulación pretende, aún se estaría a 
día de hoy a la espera de celebrar la vista. 

Consecuencia de lo anterior, concluye la Sala, no 
puede alegar indefensión quién habiendo podido 
defenderse no ha utilizado, por su voluntad, los 
trámites que el ordenamiento jurídico le ofrece para 
ello, como tampoco puede hablarse de vulneración 
legal por infracción de las garantías procesales, “por 
cuanto que ha sido la propia parte actora la que de 
forma voluntaria y consciente ha eludido la notificación 
remitida en tiempo y forma por el órgano arbitral”. 

8
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La motivación del laudo es también exigible en 
arbitraje en equidad, pero el criterio de suficiencia 
es distinto al del arbitraje en derecho

En tanto que la parte sí sabe por qué resuelve el árbitro, 
entiende el TSJ de Castilla-La Mancha que el laudo 
cumple el criterio de suficiencia de motivación exigible 
para el arbitraje en equidad. 

En el supuesto de hecho analizado por el Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha en su 
sentencia de 10 de febrero de 2020 (STSJCM 
núm.2/2020), se pretendía la anulación de un laudo 
dictado en equidad por, entre otros motivos, considerar 
que el mismo adolecía de una grave falta de motivación 
que le hacía ser contrario al orden público, al no realizar 
el árbitro un juicio razonado y razonable del por qué 
adoptaba su decisión. 

A la hora de abordar este aspecto, el TSJ de Castilla- 
La Mancha recuerda que, por imperativo del artículo 
37.4. de la Ley de Arbitraje, vinculado con los artículos 
24.1 y 117.3 de la Constitución, el laudo deberá ser 
siempre motivado, consistiendo dicha motivación en “la 
expresión de los motivos o razones que explican la 
decisión y en qué se ha basado el tribunal”.

Según el TSJ de Castilla-La Mancha la resolución 
arbitral debe contener el proceso lógico que conduce a 
la decisión del pleito, que lo aleje de la arbitrariedad y, 
por tanto, el juicio de suficiencia debe realizarse a la luz 
de las circunstancias concretas de cada caso, porque 
su exigencia no se opone a concisión, parquedad o 
brevedad del razonamiento. 

Entiende el órgano judicial que, aun tratándose de un 
arbitraje en equidad, no puede sostenerse que no 
requiera motivación. No obstante, en el ámbito de la 
equidad y a diferencia de lo que sucede en el arbitraje 
en derecho, dicha motivación comporta un “juicio 
personal, subjetivo, de pleno arbitrio, sin más 
fundamento que el leal saber y entender del árbitro”. 
Por ello, concluye la AP de Zaragoza, se entiende bien 
realizada la motivación en equidad cuando la 
resolución se apoya en razones que permiten conocer 
cuáles han sido los criterios “fundamentadores” de la 
decisión, su ratio decidenci.

La falta de planteamiento de declinatoria en favor 
del arbitraje en un procedimiento de jura de cuentas 
limita cualquier discusión sobre su resolución en vía 
ordinaria 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en Sentencia 
de 28 de febrero de 2020 (STSJM núm. 11/2020) 
resuelve, de forma estimatoria para la demandante, un 
procedimiento de anulación de laudo en el que se 
trataba de dilucidar si el seguimiento de uno (o varios) 
procedimientos de jura de cuentas impide promover 
posteriormente, sobre las cantidades reconocidas al 
abogado, un arbitraje por la parte contraria.

El demandante de anulación sostenía que no era 
posible la discusión arbitral posterior en tanto que se 
habría producido una sumisión tácita a la jurisdicción 
por la demandada al comparecer en la jura de cuentas 
e impugnarla. La posterior admisión de la competencia 
por el árbitro y su negativa a estimar la declinatoria 
presentado por el demandante nada más comenzado 
el procedimiento arbitral, atentarían, según el 
demandante de anulación, contra el orden público. 

La Sala entiende que, a pesar de que la cláusula arbitral 
contenida en el contrato suscrito entre ambas partes, 
englobaba la jura de cuentas, en tanto que la entidad 
demandada compareció en el procedimiento seguido 
ante el Letrado de la Administración de Justicia, y no 
sólo no alegó excepción de declinatoria de jurisdicción, 
sino que siguió los trámites del procedimiento elegido 
por el actor, no puede ahora discutir el resultado de 
dicho procedimiento fuera de la jurisdicción. 

En consecuencia, el TSJ de Madrid concluye que: “El 
cauce de discusión de lo acordado por el Letrado de la 
Administración de Justicia en un procedimiento de jura 
de cuentas aparece claramente delimitado en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil: a través del juicio ordinario 
posterior. Ya hemos señalado que por "juicio ordinario" 
no cabe entender "procedimiento arbitral", y sobre esta 
contundente diferencia cobra sentido la demanda de 
anulación y ha de resultar estimada, al discrepar esta 
Sala de la consideración de irrelevancia que para el 
árbitro tiene la distinción advertida”. 
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Los motivos de oposición a la ejecución de una 
resolución arbitral se encuentran tasados 

El Auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 13 de 
julio de 2020 (AAPM núm. 135/2020) recalca que la 
oposición a la ejecución fundada en resolución arbitral 
única y exclusivamente puede fundarse y sustentarse, 
bien en la concurrencia de alguno de los defectos 
procesales expresamente enumerados en el artículo 
559 LEC –carecer el ejecutado del carácter o 
representación con que se le demanda, falta de 
capacidad o representación del ejecutante o no 
acreditar el carácter o representación con que 
demanda, nulidad radical del despacho de ejecución 
por no contener el laudo arbitral pronunciamiento de 
condena o por no cumplir el laudo los requisitos legales 
exigidos para llevar aparejada ejecución- o bien, por 
motivos de fondo, en alguna de las causas 
taxativamente enumeradas en el artículo 556.1 LEC – el 
pago o cumplimiento de la obligación objeto de 
condena, la caducidad de la acción ejecutiva, o el 
pacto o transacción de dicha Ley.  

De no fundarse la oposición en uno de dichos motivos, 
se entenderá que no concurre causa que justifique la 
misma.

Solicitado el archivo de la causa por desistimiento de 
ambas partes y habiendo sido éste denegado, fue 
promovido por ambas incidente de nulidad de 
actuaciones contra dicho Auto, que fue igualmente 
desestimado.

La Sentencia que puso fin al proceso de anulación fue 
dictada el 4 de mayo de 2017, y estimó la demanda de 
nulidad del laudo arbitral por considerarlo contrario al 
orden público.

Frente a la Sentencia de 4 de mayo de 2017 fue 
planteado por las partes nuevo incidente excepcional 
de nulidad de actuaciones, en el que alegaron la 
vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva por el rechazo de la petición conjunta de 
archivo del procedimiento por satisfacción 
extraprocesal derivada del acuerdo alcanzado por las 
mismas. El incidente fue inadmitido TSJ de Madrid 
mediante Providencia de 8 de junio de 2017, al 
entender que se trataba de una pretensión 
«repetidamente denegada por el tribunal».

Tras la desestimación, fue interpuesto recurso de 
amparo invocando la vulneración de varios derechos 
fundamentales, entre otros, del derecho a la tutela 
judicial efectiva (Art. 24.1. CE) por violación de la 
“libertad constitucional” de las partes al disponer del 
objeto del proceso civil en contra de lo acordado por 
las mismas, del principio de contradicción procesal, al 
haber dispuesto y resuelto el órgano judicial sobre una 
cuestión litigiosa “ya fenecida por voluntad de los 
litigantes”, así como por quebrantamiento del proceso 
debido fijado por el legislador según las pautas fijadas 
por el artículo 22 LEC. 

En su valoración (STC Sala Primera de 15 de junio 
de 2020, núm. 46/2020), el Tribunal Constitucional 
considera que el problema se reduce a determinar si la 
decisión del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 
no atender la petición de archivo del proceso por 
pérdida sobrevenida del objeto y, por consiguiente, de 
entrar en el fondo de la demanda de anulación del 
laudo arbitral, vulnera el derecho fundamental de las 
partes a la tutela judicial efectiva. 

La respuesta del Tribunal Constitucional es la siguiente: 
«las decisiones recurridas (especialmente el Auto de 4 
de abril de 2017, FJ 2) parten del error de entender que 
la voluntad de las partes se dirigía a disponer del objeto 
del procedimiento de anulación», cuando «resulta obvio 
que la pretensión era la de manifestar a la Sala su 
ausencia de interés en proseguir con el litigio, al haber 

Laudo: Ejecución

Tribunal Constitucional: el poder de disposición de 
las partes sobre el procedimiento de anulación debe 
ser suficiente para garantizar el derecho a la tutela 
judicial efectiva  

Mediante Auto de 4 de abril de 2017 el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid se pronunció en sentido 
negativo sobre la posibilidad de poner fin, por medio de 
un acuerdo transaccional entre las partes, a un proceso 
en que se había ejercitado la acción de anulación de un 
laudo arbitral por infracción del orden público y 
conculcación de reglas esenciales del procedimiento 
causantes de indefensión.

En este sentido, el TSJ de Madrid rechazó tal 
pretensión entendiendo, que sin perjuicio de las 
facultades generales de disposición de las partes en el 
proceso civil, el objeto del procedimiento de anulación 
de laudos no es disponible, ya que existe un interés 
general en depurar aquellos que sean contrarios al 
orden público.

Procedimiento: Disposición de las partes 
sobre el objeto del proceso 
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obtenido un acuerdo sobre las obligaciones 
patrimoniales reconocidas en el laudo, cuyo carácter 
de derecho privado patrimonial no se discute (…)».

Con duro reproche a las resoluciones recurridas, el 
Tribunal Constitucional considera que las mismas son 
contrarias al canon constitucional de razonabilidad 
exigible a las resoluciones judiciales, no sólo por el 
rechazo de la petición de archivo planteada por ambas 
partes, sino por no haber dado si quiera eficacia a la 
voluntad tácita de las partes de desistimiento por su no 
comparecencia al acto del juicio; demostrando con ello 
una persistencia en decidir el fondo del asunto que 
habría ido más allá de los límites constitucionales del 
deber de motivación y congruencia. 

En palabras del Tribunal Constitucional, el TSJ de 
Madrid no puede, con la excusa de una pretendida 
vulneración del orden público, revisar el fondo de un 
asunto sometido a arbitraje, discrepando con el 
ejercicio del derecho de desistimiento de las partes. 
Revisión de fondo que pertenece en esencia sólo a los 
árbitros, desborda el alcance de la acción de anulación 
y desprecia el poder de disposición o justicia rogada de 
las partes del proceso.

En definitiva, el Tribunal Constitucional entiende 
procedente conceder el amparo peticionado por las 
partes, al resultar contrario al derecho a la tutela judicial 
efectiva de los recurrentes el razonamiento del órgano 
judicial que niega la virtualidad de un acuerdo basado 
en el poder dispositivo de las partes sin que medie 
norma prohibitiva que así lo autorice; imponiendo una 
decisión que subvierte el sentido del proceso civil y 
niega los principios en que se basa. 

la base de las previsiones de la Ley Orgánica de la 
Edificación –LOED-) entraban en la esfera de la 
cláusula compromisoria. 

A la hora de fundar su resolución, la AP de Zaragoza 
parte de la premisa de que la cláusula compromisoria 
es un pacto específico, suma de la voluntad 
concurrente de las partes, conforme al cual someten la 
resolución de conflictos potenciales o actuales a la 
decisión a un tercero. Se ha de tratar de una voluntad 
inequívoca (STEDH 28 de octubre de 2010) que debe 
constatarse en tanto que (i) el consentimiento de 
someterse a arbitraje es de interpretación 
particularmente estricta, restrictiva y rigurosa; (ii) la 
valoración de la voluntad inequívoca como prueba del 
consentimiento es una cuestión de orden público; y, (iii) 
la valoración de la voluntad inequívoca como prueba 
del consentimiento exige un control judicial 
particularmente intenso. 

En este sentido, tras realizar el análisis de la cláusula 
compromisoria, concluye que, en tanto que pacto 
arbitral comprendía el cumplimiento del contrato, debe 
alcanzar, por ende, la otra cara de su misma moneda, 
esto es, la de su incumplimiento; no pudiendo 
acogerse el planteamiento de la recurrente en 
apelación, que pretendía el acotamiento de la cláusula 
exclusivamente, al tiempo de ejecución del contrato. 

Respecto de la acción entablada en base a la LOED, en 
tanto que la misma es ejercitada no sólo en interés 
propio sino en defensas de los intereses de la 
comunidad, es decir, concurre un interés colectivo, 
considera la AP de Zaragoza que la aplicación 
extensiva de la cláusula compromisoria a un conflicto 
que encuentra su sustento de una manera directa en la 
Ley (art. 17 LOED) y no en el contrato que la recogía 
-en la que con precisión se detallaba que las disputas o 
controversias que puedan surgir y que se someten a 
arbitraje son las que pudieran traer causa "del 
cumplimiento o ejecución de este contrato"-, resulta 
impertinente.

En consecuencia, estima el recurso de apelación por 
entender que al no existir pacto aceptado y convenido, 
no hay cláusula compromisoria, no pudiendo los 
tribunales aplicar criterios de conveniencia u 
oportunidad para evitar la división del conocimiento del 
conflicto, mediante la extensión de los efectos del 
pacto a arbitral a terceros que nunca lo aceptaron.

Cláusula compromisoria: activación y 
voluntad de las partes de someterse a 
arbitraje

No cabe la extensión a terceros de los efectos de la 
cláusula compromisoria cuando se ejercitan 
acciones en interés de una colectividad

Mediante Sentencia de 20 de enero de 2020 (SAPZ 
núm. 9/2020), la Audiencia Provincial de Zaragoza, 
resuelve un supuesto en el que se discutía el ámbito de 
aplicación de la cláusula compromisoria contenida en 
un contrato de asistencia técnica, en tanto que una de 
las partes argumentaba que las acciones ejercitadas 
por la contraria (de incumplimiento contractual y sobre 
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En el supuesto resuelto por la Audiencia Provincial de 
Valencia en sentencia de 19 de mayo de 2020 (SAPV 
núm. 117/2020) se recurría en apelación el auto 
dictado por el juez a quo, en virtud del cual se estimaba 
la declinatoria planteada por una de las partes en favor 
del arbitraje. 

La parte recurrente ostentaba la condición de minorista 
y consideraba que la cláusula arbitral contenida en el 
contrato de permuta financiera de tipo de interés debía 
ser nula, al no haber recibido información sobre la 
cláusula inserta, en la cual, se pactaba además que la 
entidad financiera designaría al árbitro que resolviera la 
controversia. 

La AP de Valencia viene a confirmar el contenido de la 
resolución recurrida, en tanto considera que la 
demandante, desde un punto de vista estrictamente 
jurídico, no ostenta la cualidad de consumidora que 
merezca la protección legal, sino que suscribe el 
contrato en el ámbito de su actividad empresarial. 

De acuerdo con la Sentencia, el hecho de que el 
contrato haya sido redactado por la entidad financiera 
no lo convierte automáticamente en abusivo, y en tanto 
que la demandante no puede invocar su condición de 
consumidora, no es sujeto protegido por la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, por lo 
que se entiende procedente la declinatoria en favor del 
procedimiento arbitral. 

Mediante Sentencia de 3 de julio de 2020, el Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia (STJM 4/2020), 
resuelve un supuesto en el que se suscitó entre los 
socios una controversia acerca de la eventual 
existencia de una causa de disolución de la sociedad, 
habiéndose incluido en el artículo 46 de los estatutos 
sociales una cláusula arbitral que preveía el 
sometimiento a arbitraje de equidad de las cuestiones 
que se suscitasen entre la sociedad y los accionistas, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1. de 
Ley de Arbitraje. 

Accionando el demandante en arbitraje únicamente 
contra uno de los socios, el socio demandado se 
opuso a la formalización del procedimiento arbitral por 
falta de litisconsorcio pasivo de conformidad con lo 
previsto en el artículo 366 de la Ley de Sociedades de 
Capital – que prevé que la solicitud de disolución 
judicial debe dirigirse contra la propia sociedad- así 
como con la redacción del propio artículo 46 de los 
estatutos, que se refería a las cuestiones suscitadas 
entre la sociedad y los accionistas. 

El órgano judicial entiende que para pedir válidamente 
la constitución del órgano arbitral es necesario que se 
dirija la demanda contra la sociedad y no contra uno 
sólo de los socios. De acuerdo con el TSJ de Murcia no 
puede accederse a la formalización del arbitraje que se 
interesa ya que, al no haber demandado a la sociedad, 
no se dan los requisitos necesarios para que el 
convenio arbitral produzca sus efectos. 

No concurre causa de nulidad de la cláusula 
compromisoria cuando, a pesar de encuadrarse en 
un contrato de adhesión, ninguna de las partes es un 
consumidor

La demanda de disolución judicial debe dirigirse 
necesariamente contra la sociedad para la 
activación de la cláusula arbitral 
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